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AUTO QUE RESUELVE LAS EXCEPCIONES  
DE IMPROCEDENCIA DE ACCIÓN 

 
RESOLUCIÓN N° 39.- 
//Lima, primero de setiembre 

Del dos mil veintiséis. -  

 
AUTOS, VISTOS Y OÍDOS: En audiencia pública, con la intervención 

del representante de Ministerio Público, acusados, actor civil y demás partes 
procesales, respecto a la solicitud de excepción de improcedencia de acción 
formulada por la defensa técnica del acusado Marcos de Moura Wanderley, 
representados por el letrado Carlo García Asenjo; y, CONSIDERANDO:  
 
PRIMERO: SOBRE LAS EXCEPCIONES DE IMPROCEDENCIA DE 
ACCIÓN 
 
1.1. La excepción de improcedencia de acción, regulada en el artículo 6 

CPP, numeral 1, literal b) la misma que opera “cuando el hecho no 
constituye delito o no es justiciable penalmente”; esto es, dos supuestos 
distintos (no concurrentes); en relación al PRIMER SUPUESTO cobra 
vital importancia los conceptos de atipicidad absoluta, es decir, 
cuando la conducta no se encuentra prevista en norma penal alguna 
que permita su sustanciación en la vía penal en mérito al principio de 
legalidad - artículo II del Código Penal-, y, atipicidad relativa, esto es, 
cuando la conducta no se adecúe a la hipótesis descrita en el tipo 
penal invocado; y, en relación al SEGUNDO SUPUESTO, nos 
ubicaremos en él cuando no se ha cumple alguna condición objetiva 
de punibilidad, o se ha dado alguna causa personal de exclusión de la 
pena o excusa absolutoria. Siendo finalidad de este medio técnico de 
defensa atacar la potestad represiva del Estado y evitar la prosecución 
del supuesto delito que se investiga1.  
 

1.2. En ese mismo sentido, jurisprudencialmente se han desarrollado 
aspectos que deben ser observados por el Juez de Investigación 
Preparatoria al momento de resolver:  
Para resolver una excepción de improcedencia de acción se debe partir 
de los hechos descritos por el Fiscal, para ello el juez debe tener en 
cuenta los hechos incorporados por el Fiscal en el acto de imputación, 

 
1
 Casación N° 581-2015-PIURA FJ 8.2. 
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así lo expresa la Casación N° 407-2015 TACNA (FJ 5) al señalar "(…) 
ahora bien, es obvio que para deducir una excepción de 
improcedencia de acción se debe partir de los hechos descritos en la 
Disposición Fiscal de Formalización de la Investigación Preparatoria. 
A su vez, el juez, al evaluar dicha excepción, sólo debe tener en cuenta 
los hechos incorporados por el fiscal en el acto de imputación 
pertinente", también sustentado en Casación N° 388-2012-Ucayali2;  

 
SEGUNDO: ANÁLISIS DEL CASO EN CONCRETO  
 
2.1. En este acápite se va a abordar en relación al acusado Marcos De 

Moura Wanderley. 
Con relación al Hecho N° 01 - delito contra la Administración 
Pública en la modalidad de Colusión. 
 
HECHO N° 1: EL CONTRATO N° 13-2008-CW-32920/JBIC-SEDAPAL 
CELEBRADO ENTRE SEDAPAL Y CONSORCIO HUACHIPA, FUE SUSCRITO 
FUERA DEL PLAZO ESTABLECIDO Y SIN QUE EL CONSORCIO HUACHIPA 
PRESENTE TODA LA DOCUMENTACIÓN ESTABLECIDA EN LAS BASES, LO 
CUAL CONLLEVABA A LA ANULACIÓN DE LA ADJUDICACIÓN Y 
EJECUCIÓN DE LA GARANTÍA DE LA PROPUESTA POR 3 MILLONES DE 
DÓLARES. 
 

2.1.1. Respecto al acusado MARCOS DE MOURA WANDERLEY 
 
En relación al delito de COLUSIÓN 

1. Se le imputa a MARCOS DE MOURA WANDERLEY ser 
cómplice primario del delito contra la Administración Pública 
en la modalidad de Colusión en grado consumado en agravio 
del Estado peruano (Sedapal), representado por la 
Procuraduría Pública Ad Hoc, el cual se encuentra previsto y 
sancionado en el artículo 384° del Código Penal (Ley N° 26713, 
publicada el 27/12/1996).  

 
2 "(…) la excepción de improcedencia de acción contiene un cuestionamiento al juicio de tipicidad efectuado por el 
representante del Ministerio Público (…) En consecuencia, el objeto sobre el que recae el examen jurídico de tipicidad no 
puede ser uno distinto al concluido por el representante del Ministerio Público producto de su particular valoración de la 
evidencia que motivó cualquiera de los actos procesales postulativos que le son propios: en la disposición de formalización 
y continuación de la investigación preparatoria o en la acusación. El juicio de tipicidad tendrá lugar sobre los hechos allí 
concluidos, según la oportunidad de interposición de la referida excepción, sin que ello pueda importar un examen de 
regularidad sobre la motivación externa de las premisas fácticas, no es apreciable el examen probatorio anticipado y 
particular que el excepcionante- o, incluso el propio órgano jurisdiccional- realice de los medios de prueba- su oportunidad 
para ellos es en el contradictorio- aun cuando éste sea razonable o aún evidente, el hecho fáctico que constituye su objeto 
no está en función directa de la evidencia, sino de lo que de ésta determine el Fiscal Provincial; dicho de otro modo, por 
medio de esta excepción no puede contradecirse la apreciación que el representante del Ministerio Público tenga de la 
evidencia recabada planteándose una conclusión fáctica distinta; su suficiencia, alcance, verosimilitud, corrección y 
sentido son juicios que el Tribunal tiene reservado únicamente después de la etapa de juzgamiento, o bajo circunstancias 
regladamente establecidas por el numeral cuatro del artículo trescientos cincuenta y dos del Nuevo Código  Procesal 
Penal, al efectuar un control de la acusación fiscal en la etapa intermedia (...)El Órgano Jurisdiccional al resolver una 
excepción de improcedencia de acción, como se tiene dicho, reexamina el juicio jurídico de tipicidad realizado por el Fiscal 
Provincial (…) deberá pues entenderse adecuadamente motivado el auto que resuelve una excepción de improcedencia de 
acción que brinda acabada respuesta a las alegaciones jurídicas señaladas por el proponente (…)”.   
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2. El acusado Marcos de Moura Wanderley fue designado como 
apoderado de la empresa Construções e Comércio Camargo 
Corrêa S.A., Sucursal del Perú3, facultado para representar a la 
empresa4, entre otros, en la Licitación Pública Internacional N° 
04-2007/JBIC-SEDAPAL5; así como, para la ejecución del 
Proyecto de los Lotes 1, 2 y 3, que incluye la Bocatoma, la 
Planta de Tratamiento de Agua Potable de Huachipa y el 
Ramal Norte. 

3. Marcos de Moura Wanderley, junto a Aristóteles Moreira Filho, 
en su condición de representantes del Consorcio Huachipa6; 
concertaron directamente con Jorge José Barco Martínez, gerente 
general de Sedapal, y; Umberto Olcese Ugarte, jefe de 
Promesal, para que su representada sea favorecida en el 
proceso de contratación de la Licitación Pública Internacional 
N° 004-2007/JBIC-Sedapal para la ejecución de la obra Lote 1, 2, 
3 – Bocatoma, Planta de Tratamiento de Huachipa y Ramal 
Norte. 

4. Marcos De Moura Wanderley, representante del Consorcio 
Huachipa, tenía interés en que se favorezca a su representada 
en el proceso de contratación del proyecto Lote 1, 2, 3 - 
Bocatoma, Planta de Tratamiento de Huachipa y Ramal Norte, 
a favor de la empresa que representaba. Por ello, antes de la 
firma del contrato (23/07/2008) tuvo las primeras tratativas 
colusorias con los acusados Jorge J. Barco Martínez y Umberto 

 
3 Conforme a la Partida Registral N° 11014378 de los Registros Públicos de Lima, elevada al Registro de Personas Jurídicas en el rubro 

“GENERALES”, en el Asiento Registral N° A000064, del 20/05/2008, obrante en el T-1 a fs. 155-156 del Anexo 52 de la C. F. N° 06-2018. 

     Este nombramiento le faculta ejercer dicho cargo, entre otros, ante el Ministerio de Vivienda, Construcción y Saneamiento, SEDAPAL, el 

Consorcio Nippon Koei - CESEL - OIST, y otros organismos involucrados en la Licitación Pública Internacional N° 04-2007/JBIC-

SEDAPAL, así como para la ejecución del Proyecto de los Lotes 1, 2 y 3, que incluye la Bocatoma, la Planta de Tratamiento de Agua 

Potable de Huachipa y el Ramal Norte. 

4 Mediante el documento citado, se establecen las facultades específicas del Apoderado de Construcoes e Comercio Camargo Correa S.A. 

Sucursal del Perú, entre ellas: 

    -Firmar términos de compromiso de Constitución de Consorcio y cualesquiera otros instrumentos cuyo objeto sea la constitución de 

consorcio que Camargo Correa. Sucursal del Perú sea miembro y cuyo fin sea participar en los procesos de licitación antes indicados. 

5 Mediante la Carta N° CH/018/2019 del 18/06/2019 del Consorcio Huachipa, los apoderados del Consorcio Huachipa, Wanderley Henrique 
Da Costa y Cristian Meyer, informan que Marcos de Moura Wanderley formó parte del Consorcio Huachipa, compuesto por las empresas 
Construcoes e Comercio Camargo Correa S.A. - Sucursal Perú y OTV Internacional - Sucursal Perú, durante el período del 16/07/2008 al 
25/09/2008, en calidad de apoderado (representante titular), obrante en el T-18 a fs. 3494-3496 de la C.F. N° 06-2018. 

    Así también con Carta Nro. CCSP/CE/07/2023 del 28/09/2023, Construcoes e Comercio Camargo Correa S/A informa que Aristóteles 
Santos Moreira Filho y Marcos de Moura Wanderley son las únicas que registran como trabajadores de la empresa en la Sucursal Perú. 
En ese sentido, anexan respectivos “Anexo No. 01” y “Anexo No. 02” correspondientes a la Declaración de Trabajo 

6 Conformado por Construcoes e Camargo Correa S.A. y OTV S.A. 
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Olcese Ugarte, para acordar el favorecimiento a su 
representada. 

5. Este favorecimiento se evidencia con i) la carta N° 877-2008-GG 
del 12/06/2008 donde se comunica la adjudicación del 
Contrato de Obra N° 13-2008-CW-32920/JBIC – Bocatoma, 
Planta de Tratamiento de Huachipa y Ramal Norte, bajo la 
modalidad Llave en Mano – Suma Alzada; ii) la firma del 
contrato de obra del 23/07/2008 fuera del plazo establecido; y, 
iii) las modificaciones a las cláusulas contractuales (cláusulas 
lesivas) en favor del contratista, durante la etapa de ejecución 
(recepción de la obra en partes, la celeridad para el inicio de la 
etapa de operación y mantenimiento; y en consecuencia el pago 
por este concepto. 

6. En tal sentido, en el presente caso, el acusado Marcos De Moura 
Wanderley intervino en el hecho punible de la concertación, 
participando en la misma comisión del delito (particular 
interesado), pero lo hizo sin infringir algún deber derivado de 
un cargo público, porque no lo tiene; por lo tanto, su aporte 
para cometer este delito fue de cómplice primario. 

7. Los actos ejecutivos que realizó el acusado, por el delito de 
colusión, se detalla en el siguiente cuadro: 

HECHO DESCRIPCIÓN FÁCTICA (ACTOS EJECUTIVOS) 

H
E

C
H

O
 N

° 
1 

Con fecha 18/07/2008, suscribe el Acta de Acuerdos 
N° 01 - Contrato de Obra N° 013-2008-CW-
32920/JBIC-SEDAPAL, sellando el pacto entre la 
institución pública y el Consorcio Huachipa, para 
que se lleve a cabo el Proyecto “Lotes 1, 2 y 3 - 
Bocatoma, PTAP Huachipa y Ramal Norte”; 
mediante el cual consideró que la notificación de la 
carta de aceptación se había realizado el 13/06/2008, 
lo cual era inexacto porque el sello de recepción de la 
carta de aceptación fue el 12/06/2008. 
Con fecha 23/07/2008 suscribe el Acuerdo 
Contractual Contrato de Obra Llave en Mano Suma 
Alzada N° 013-2008-CW-32920/JBIC-SEDAPAL, 
sabiendo que se encontraba fuera del plazo 
establecido en las Bases de Licitación Pública y de la 
Carta de Aceptación; y, además, que la empresa OTV 
S.A., integrante del Consorcio, no había obtenido ni 
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presentado el Certificado del Registro Nacional de 
Proveedores (RNP), el cual era requisito previo para 
la firma del contrato. 

 
8. Respecto al HECHO N° 1, se evidencia que Marcos de Moura 

Wanderley en su condición de representante del Consorcio 
Huachipa participó en la suscripción del Contrato de Obra N° 
013-2008-CW-32920/JBIC-SEDAPAL, sabiendo que el contrato 
se estaba firmando fuera del plazo establecido; toda vez que, 
debía firmarse como plazo máximo el 22/07/2008; sin 
embargo, se suscribió el 23/07/2008; además, conocía que la 
empresa OTV S.A., integrante del Consorcio Huachipa, no 
había obtenido ni presentado el Certificado del Registro 
Nacional de Proveedores (RNP), el cual era requisito previo 
para la firma del contrato referido a la ejecución de la obra Lote 
1, 2, 3 – Bocatoma, Planta de Tratamiento de Huachipa y Ramal 
Norte. Siendo que, desde la suscripción del contrato, se 
afectaron los recursos del Estado, pues quedaron 
comprometidos con la inversión para la obra pública antes 
citada, no pudiendo ejercerse actos de disposición sobre dichos 
fondos para otras necesidades públicas; resultando un perjuicio 
patrimonial en contra el Estado peruano (Sedapal). 

9. Por tales acciones, su representada fue favorecida porque 
Sedapal no ejecutó la garantía de la propuesta (seriedad de la 
propuesta) por el monto de US$ 3´000,000,00 (tres millones y 
00/100 dólares americanos); además, por la firma de este 
contrato - durante la etapa de la ejecución de la obra - fue 
beneficiada con mejoras contractuales (cláusulas lesivas) que 
permitió que la obra se reciba en partes, se dé inicio a la etapa 
de operación y mantenimiento y que Sedapal pague por este 
concepto, ocasionando un perjuicio patrimonial al Estado 
(Sedapal); por lo que, queda acreditado que su accionar fue 
dolosa. 

2.2. POSTURA DE LA DEFENSA TÉCNICA 
 

2.2.1  La defensa técnica del acusado argumenta Marcos de Moura 
Wanderley que en su calidad de apoderado de la empresa 
Construções e Comércio Camargo Corrêa S.A., Sucursal del Perú, y 
sustenta su pedido de excepción de Improcedencia de Acción en base 
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al artículo 6 inciso1.b del C.P.P. respecto a que “el hecho no constituye 
delito o no es justiciable penalmente”; en ese sentido, fundamenta lo 
siguiente:  

 
2.2.1.1. Que el acusado Marcos de Moura Wanderley mediante escrito N° 

42642-2025, de fecha 23SET2025, así como también lo reitera en 
audiencia de fecha 28ABRI2026 que en su actuación imputada no 
constituye delito por “atipicidad relativa”, debido a la ausencia de 
los elementos objetivos de concertación y el nexo entre las 
irregularidades administrativas y el acuerdo colusorio, cita 
jurisprudencia que requiere al acuerdo colusorio como un elemento 
necesario para el delito de colusión, sostiene que la acusación no 
describe el pacto colusorio ni un encuentro bilateral necesario para 
el delito, la imputación contra su patrocinado se limita a la firma del 
contrato en julio de 2008 fuera de plazo, y el conocimiento de que la 
empresa OTV carecía del certificado del Registro Nacional de 
Proveedores, argumenta que estas conductas son meras 
irregularidades administrativas y no un pacto colusorio. 

 
2.3. POSTURA DEL MINISTERIO PÚBLICO 

 
Solicita declarar infundado el pedido de improcedencia de acción, argumentando 
que la defensa atribuye los hechos imputados a meras irregularidades 
administrativas y la ausencia del elemento de concertación, disintió con la defensa, 
afirmando que los hechos atribuidos a Marcos de Moura Wanderley cumplen con 
los elementos del tipo penal de colusión ya que el debate debe centrarse en el marco 
fáctico planteado por la Fiscalía; desarrolló el marco fáctico, detalles del pacto 
colusorio contra Marcos de Moura Wanderley de quien detalló que su conducta 
desplegada por este vulneró el bien jurídico protegido por este delito al perjudicar 
al Estado; y que el pacto infractor se consolidó en el requerimiento de extensión 
entre las empresas OSOT y SANI; brindó detalles del pacto colusorio contra este 
investigado. 
 
 
2.4. POSTURA DE LA PROCURADURÍA PÚBLICA 

Solicita que se declare infundado la excepción de improcedencia de acción, 
dado que si se encuentra los elementos del tipo penal del delito de colusión.  
2.4.1 Argumenta que la descripción de 'extraneus' (Marcos de Moura) y 'intraneus' 
(funcionarios de SEDAPAL), señalando que el elemento objetivo de colusión está 
presente, citando la suscripción extemporánea del contrato y del acta de acuerdo 
número uno como acciones específicas de Marcos de Moura. 
 
TERCERO: PRONUNCIAMIENTO DEL JUZGADO 
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3.1. La defensa técnica del acusado Marco de Moura Wanderley argumenta 

que en calidad de apoderado de la empresa Construções e Comércio 
Camargo Corrêa S.A., en relación al HECHO 1, el acusado cuestiona que 
no constituye el delito de colusión, argumentando que la conducta 
desplegada no se adecúa a los elementos objetivos ni subjetivos de este 
tipo penal (art. 384 del CP).  

 
3.1.1. De acuerdo al Requerimiento Mixto (acusatorio) y su escrito 
subsanatorio, se le imputa a Marco de Moura Wanderley el delito de 
colusión, quien en condición de representante del Consorcio Huachipa  
suscribió el 18/07/2008 el Acta de Acuerdos N° 01 - Contrato de Obra N° 
013-2008-CW-32920/JBIC-SEDAPAL, sellando el pacto entre la institución 
pública y el Consorcio Huachipa, para que se lleve a cabo el Proyecto “Lotes 
1, 2 y 3 - Bocatoma, PTAP Huachipa y Ramal Norte”; mediante el cual 
consideró que la notificación de la carta de aceptación se había realizado el 
13/06/2008, lo cual era inexacto porque el sello de recepción de la carta de 
aceptación fue el 12/06/2008; y, el 23/07/2008 suscribe el Acuerdo 
Contractual N° 013-2008-CW-32920/JBIC-SEDAPAL, sabiendo que se 
encontraba fuera del plazo establecido en las Bases de Licitación Pública y de 
la Carta de Aceptación; y, además, que la empresa OTV S.A., integrante del 
Consorcio, no había obtenido ni presentado el Certificado del Registro 
Nacional de Proveedores (RNP), el cual era requisito previo para la firma del 
contrato; entonces, con ello apreciar que el acusado tenía interés en que se 
favorezca a su representada en el proceso de contratación del proyecto Lote 
1, 2, 3 - Bocatoma, a favor de la empresa que representaba. Tal es así que 
antes de la firma del contrato (23/07/2008) tuvo las primeras tratativas 
colusorias con los acusados Jorge J. Barco Martínez y Umberto Olcese Ugarte, 
para acordar el favorecimiento a su representada. 
 
3.1.2. Según el planteamiento de la defensa técnica, señala que los hechos 
imputados no configuran el delito de colusión por carecer de los elementos 
típicos necesarios (atipicidad), siendo que la discusión se centra en la 
irrelevancia penal de las infracciones administrativas, precisando que la 
defensa señala que la fiscalía ha transcrito meras irregularidades o defectos 
del trámite de contratación pública, intentando darles carácter penal de 
forma forzada. Para que exista delito de colusión es indispensable un 
acuerdo doloso e ilegal; de lo contrario, el error administrativo es 
responsabilidad exclusiva del funcionario público y no resulta atribuible al 
contratista; Ausencia del acto de concertación, precisa que el delito de 
colusión es un delito de encuentro que exige un acuerdo compartido de 
voluntades (bilateral) entre el funcionario público (con poder de decisión) y 
el particular interesado. La defensa afirma que no existe ninguna conducta 
descrita en la acusación donde se demuestre un pacto colusorio por parte del 
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procesado. Asimismo, señala que realizó acciones neutras y desvinculación 
temporal, dado que su intervención se limitó a su rol regular como 
representante legal del consorcio al postular y firmar el contrato, lo cual 
constituye una conducta neutra que no presume ilicitud. Finalmente, se 
destaca que su relación laboral en el proyecto concluyó en diciembre de 
2008, por lo que es ajeno a cualquier modificación del contrato efectuada con 
posterioridad en la etapa de ejecución. 
 
3.1.3. Sin embargo, como se puede apreciar de los hechos imputados y el tipo 
penal de colusión se encuentran subsumidos, puesto que en la construcción 
fáctica desarrolla los elementos objetivos y subjetivos y,  en relación al 
cuestionamiento de la defensa técnica respecto a la irrelevancia penal de las 
infracciones administrativas, en el supuesto que son defectos de trámite de 
contratación pública, este juzgado observa que el representante del 
Ministerio Público indica indicios de favorecimiento en la acciones 
desarrollados por el acusado como en 1. la adjudicación del contrato 
mediante carta del 12 de junio de 2008; 2. la firma del contrato el 23 de julio 
de 2008, la cual se habría realizado un día después del plazo máximo fijado 
para el 22 de julio de 2008; 3. la empresa OTV S.A. (miembro del consorcio) 
no contaba con el Certificado del Registro Nacional de Proveedores (RNP) 
al momento de la suscripción; 4. la omisión de Sedapal de ejecutar la 
garantía de seriedad de la propuesta por un valor de US$ 3,000,000; entonces 
son actos que desencadenaron en un interés y favorecimiento a su 
representada en el proceso de contratación del proyecto y por tales acciones 
su representada fue favorecida por que SEDAPAL no ejecutó la garantía de 
la propuesta por el monto de US$ 3´000,000,00 (tres millones y 00/100 
dólares americanos).  
 
Señala que existe ausencia de acto de concertación, sin embargo el Ítem 614 
Marcos de Moura Wanderley, junto a Aristóteles Moreira Filho, en su 
condición de representantes del Consorcio Huachipa, concertaron 
directamente con Jorge José Barco Martínez, gerente general de Sedapal y 
Umberto Olcese Ugarte, jefe de Promesal, para que su representada sea 
favorecida en el proceso de contratación de la Licitación Pública 
Internacional N° 004-2007/JBIC-Sedapal para la ejecución de la obra Lote 1, 
2, 3 – Bocatoma, Planta de Tratamiento de Huachipa y Ramal Norte. Se 
puede concluir que existe conducta descrita en la acusación donde se 
demuestre un pacto colusorio por parte del procesado y esta benefició a su 
representada; en consecuencia, no es verdad que su actuar fue neutra e 
irrelevante, muy por el contrario su actuar agilizó la suscripción del contrato, 
situación que se aprecia en los fácticos desarrollados por el representante del 
Ministerio Púbico, que así ha ocurrido; existe razones plausible que el fáctico 
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propuestos por la representante del Ministerio Público, se encuentra 
desarrollado dentro del tipo penal de colusión.   
 
DECISIÓN: 
Por tales consideraciones, el Juez a cargo del Séptimo Juzgado de Investigación 
Preparatoria Nacional, con las facultades conferidas por la Constitución Política del 
Estado y en ejercicio de las facultades que confiere el artículo 29º del Código Procesal 
Penal; resuelve:  
 

PRIMERO: Declarar INFUNDADA LA EXCEPCIÓN formulada por la 
defensa técnica de MARCOS DE MOURA WANDERLEY, con relación al 
HECHO 01, por el delito de COLUSIÓN, previsto y sancionado en el 
artículo 384° del Código Penal. 

 

SEGUNDO: Notifíquese conforme a Ley. -  
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